Elevación a rango Constitucional del Seguro Popular

Voces y acciones se conjugan en torno a la Conferencia Nacional de Gobernadores para debatir con oportunidad y profundidad los temas sustantivos que atañen al desarrollo de la Nación.
Es relevante que gobiernos de distinta filiación política encuentren aquí un cauce eficiente para sumar fuerzas ante la complejidad de un reto de incuestionable gravedad que a todos compete atender.

El derecho constitucional a la salud es un tema presente en la memoria histórica de los mexicanos que todos los días cobra vigencia en la realidad de millones de familias, especialmente de aquellas en situación de pobreza y que por diversas razones no están incorporadas a los esquemas de cobertura de las instituciones de seguridad social del país.

Hoy, los gobernadores de la República estamos preocupados y debemos ocuparnos cada vez más por desplegar con inteligencia, visión y claridad, un conjunto de acciones para llevar a plenitud las políticas que permitan erradicar las razones estructurales de la pobreza que afectan a los mexicanos, y una de ellas, justamente, es el acceso universal a los servicios de salud.
No hacen falta demasiadas estadísticas confiables para demostrar que hoy por hoy, el Seguro Popular, creado en el marco del Sistema de Protección Social en Salud, ha resultado una iniciativa pertinente del Gobierno Federal para erradicar progresivamente las desigualdades sociales en el tema y en el mismo sentido ha sido un aporte sustantivo a los instrumentos estatales y municipales para fortalecer el combate a la pobreza tanto en el medio rural como urbano. 
Asegurar el acceso universal a la salud para cumplir el precepto consagrado en Nuestra Carta Magna desde 1917 es uno de los mayores retos de nuestro tiempo político por tratarse de un asunto de inmanente justicia social.

Al inicio de este siglo, las instituciones creadas por el Estado para cumplir con este mandato como el IMSS, el ISSSTE y la Secretaría de Salud continúan sosteniendo la vertebralidad del sistema nacional de seguridad social y salud pública. Por generaciones han sido símbolo de justicia social y mantienen un compromiso indeclinable con los mexicanos. De cara a la historia y en cada rincón de México, su presencia es sinónimo de aliento, bienestar y compromiso cumplido. 

No obstante ello, el país ha crecido y los nuevos requerimientos en materia de seguridad social, exigen concepciones apropiadas para solventar nuestros retos. En este marco, es preciso señalar que todavía en el año 2001, el 57.8 por ciento de la población nacional no estaba protegida formalmente por estas instituciones.  
Las dimensiones del fenómeno y los rezagos persistentes impedían al Estado cumplir con su mandato constitucional, por la amplitud del universo bajo su responsabilidad y porque las cuotas de recuperación son siempre insuficientes, dado el alto número de casos en los cuales se exenta al usuario y porque las que se cobran son, en extremo, modestas y, aún así, muy gravosas para la mayoría.
Los gobernadores de la República conocemos bien, y de mucho, esta realidad social. No obstante, también sabemos que los avances por mitigar las razones estructurales de la pobreza y de la inequidad son mayores cuando la sociedad misma comprende y protagoniza las acciones a realizar. Al conjugar la fuerza del tejido social con la pertinencia de las políticas públicas para hacer frente a esta realidad, se creó un poderoso binomio que es la esencia del Seguro Popular, con el cual se concreta un esquema de sustentabilidad y corresponsabilidad social.
De este modo, México responde a un flagelo social y cierra filas para generar una nueva forma de acometer los desequilibrios estructurales e históricos. Con el Seguro Popular, creado en el año 2001, cualquier mexicano al margen del sistema formal de seguridad social, en situación precaria o de desempleo, puede tener acceso a los servicios de salud pública bajo un enfoque de autosustentación que se aparta del modelo tradicional de asistencialismo, rebasado  por la dinámica de desarrollo contemporáneo, lo que asegura su viabilidad económica y arraigo entre la población del país.
En cuatro años, el Seguro popular ha respondido a las expectativas que generó su implementación. Apenas hace unas semanas, justo en Oaxaca, se cumplió la meta de asegurar al mexicano 2 millones, con lo cual este esquema adquirió carta de permanencia entre los instrumentos de la seguridad social mexicana. No hay marcha atrás porque no se trata de una membresía de papel ni de un carnet de militancia partidista, sino de una bandera de la justicia social demostrativa de una auténtica política de Estado que incide sustancialmente en la vida cotidiana de las familias más pobres del país.
Para bien de México, pongo a consideración del pleno de esta Conferencia Nacional de Gobernadores el siguiente pronunciamiento:

La base de sustentación del Estado Mexicano es su compromiso con la justicia social y, en este marco, el Seguro Popular concebido al amparo del Sistema de Protección Social en Salud por el Gobierno Federal fortalece la viabilidad del precepto constitucional del derecho a la protección de la salud.
Es preciso, por tanto, consolidarlo como una via de desarrollo institucional que trascienda la voluntad política o ideológica de un periodo gubernamental, de modo que el Seguro Popular supere los grandes desafíos financieros y organizativos que su construcción implica.

Existe la opción para que así suceda, si ustedes, al fin de una reflexión serena y desapasiona, provista con una mirada de justicia social y largo aliento, así lo deciden. Propongo entonces:
Elevar a rango Constitucional el Seguro Popular emanado del sistema de Protección en Salud; que sean Ustedes, ante sus Congresos Locales y que seamos todos la exigente voz ante el Congreso de la Unión para hacer realidad un proyecto de iniciativa que, en modo respetuoso,  adjunto a la presente reflexión y pronunciamiento. 
Esta quizá podría ser una de las mayores expectativas que la sociedad de nuestros estados haya concebido de tan importante foro.
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